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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
LIQUIDACIÓN DEL CONTRATO – Definición – Objetivo 

la liquidación es el ajuste de cuentas donde las partes hacen un balance económico, técnico y jurídico del cumplimiento de las obligaciones que tienen a su cargo. Así lo manifestó el Consejo de Estado en la Sentencia del 20 de octubre de 2014, en la que consideró, por un lado, que liquidar supone un ajuste en relación con las cuentas y el estado de cumplimiento del contrato estatal y, por el otro, que la liquidación debe incluir el análisis de las condiciones de calidad y oportunidad en la entrega de los bienes, obras o servicios, así como el balance económico y el comportamiento financiero del negocio. 

LIQUIDACIÓN DEL CONTRATO – Normativa 

Las disposiciones legales que regulan la etapa de liquidación de los contratos estatales son: el artículo 60 de la Ley 80 de 1993, modificado por el artículo 217 del Decreto 019 de 2012, y el artículo 11 de la Ley 1150 de 2007. El primero de estos artículos se refiere al alcance sustantivo de la liquidación, mientras que el segundo contiene reglas procedimentales para su realización. De acuerdo con el artículo 60 de la Ley 80 de 1993, los contratos de tracto sucesivo, aquellos cuyo cumplimiento o ejecución se prolongue en el tiempo y los demás que lo requieran “serán objeto de liquidación”. El mismo artículo prescribe que no será obligatoria la liquidación en los contratos de prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión. El artículo 11 de la Ley 1150 de 2007 contiene las reglas de tipo procedimental para liquidar los contratos estatales, […].

LIQUIDACIÓN DEL CONTRATO – Tipos – Bilateral – Unilateral – Judicial

En suma, de acuerdo con el artículo 11 de la Ley 1150 de 2007, existen tres tipos de liquidación: i) bilateral, ii) unilateral y iii) judicial. En términos generales, la primera, que puede ser total o parcial, debe hacerse en el término que estipulen las partes o, en su defecto, dentro del término supletivo de cuatro meses. La segunda se debe practicar dentro de los dos meses siguientes al vencimiento del término que acuerden las partes, o ante el silencio de estas, luego de los cuatro meses para realizar la liquidación bilateral, sin que esta se efectúe. Finalmente, la tercera la realiza la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo o un tribunal de arbitramento dentro de un proceso judicial de controversias contractuales, y puede darse con ocasión de una demanda del interesado solicitando dicha liquidación. Para ello, existe un plazo máximo de 2 años contados a partir de los dos meses establecidos en la Ley para realizar la liquidación unilateral.

LIQUIDACIÓN DEL CONTRATO – Pérdida de competencia para liquidar – Notificación del auto admisorio de la demanda 

Las Subsecciones A y C de la Sección Tercera del Consejo de Estado comparten una postura diferente a la que sostenía la Subsección B. Mientras las primeras consideraban que la pérdida de competencia de la entidad estatal para efectuar la liquidación unilateral del contrato se producía con la notificación del auto admisorio de la demanda en que se incorporen pretensiones de incumplimiento y de liquidación, la Subsección B sostenía que dicho efecto se materializaba desde la presentación de la demanda.

No obstante, mediante auto del 27 de febrero de 2026, la Subsección B, acogió la línea interpretativa desarrollada por las Subsecciones A y C con el propósito de fijar un criterio uniforme de decisión y consecuencialmente brindar seguridad jurídica a la comunidad. Para sustentar este cambio de postura, expuso dos razones principales: en primer lugar, señaló que la presentación de la demanda no implica la existencia de una relación jurídica procesal, ya que cuando la demanda se inadmite o se rechaza no surge la relación procesal. En caso de la inadmisión es necesario esperar a que se subsane para efectos de dictar el auto admisorio correspondiente; pero si se rechaza de plano o por no haberse subsanado, la relación procesal no nace a la vida jurídica. Además, indicó que “una vez presentada una demanda, y antes de que se notifique a algún demandado o al Ministerio Público, es perfectamente posible retirarla, sin que dicha conducta implique la ocurrencia del fenómeno de la cosa juzgada”. 

En segundo lugar indicó que “solo se traba la litis cuando se notifica el auto admisorio de la demanda al extremo pasivo, y hay total certeza de que la relación jurídico procesal se ha originado, pues ya no es posible retirar la demanda, ni que esta sea rechazada”. Asimismo, señaló que con la notificación del auto admisorio de la demanda se vincula el extremo demandado al proceso, y el ejercicio del derecho de acción solo sirve para constituir la relación procesal “una vez la demanda se comunica o notifica a la contraparte”.

LIQUIDACIÓN DEL CONTRATO – Competencia – Rectificación jurisprudencial – Cambio de línea – Alcance 

[…] En este contexto, la Subsección B rectificó su jurisprudencia y se realineó con la posición sostenida por las Subsecciones A y C, en el sentido de que 'la entidad estatal pierde competencia para expedir actos administrativos de declaratoria de incumplimiento y liquidación del contrato, una vez que se le notifica el auto admisorio de la demanda presentada en contra de la propia entidad, siempre y cuando las pretensiones o los hechos correspondientes se refieran a los puntos específicos que dieron lugar al procedimiento administrativo de declaratoria de incumplimiento o de liquidación del contrato'. Conviene precisar que esta decisión constituye una rectificación de la jurisprudencia de la Subsección B —que la hace converger con las demás subsecciones—, y no una sentencia o auto de unificación jurisprudencial en los términos de los artículos 270 y 271 del CPACA, cuya expedición corresponde a la Sala Plena de la Sección o a la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo

Así las cosas, en atención a la rectificación jurisprudencial adoptada por la Subsección B —hoy convergente con la línea reiterada de las Subsecciones A y C—, esta Agencia replantea, con el fin de armonizarla con dicho criterio, la postura expuesta en el concepto C-326 de 2024 y en los demás en que sostuvo que la pérdida de competencia para liquidar se configuraba con la presentación de la demanda. En consecuencia, es claro que la pérdida de competencia de la entidad estatal para adelantar la liquidación unilateral del contrato se configura a partir de la notificación del auto admisorio de la demanda cuando esta tenga por objeto, o incluya entre sus pretensiones, la liquidación judicial del negocio jurídico. A partir de ese momento, corresponde al juez del contrato conocer y decidir los aspectos relativos a la liquidación, en atención a que la competencia para pronunciarse sobre dicha materia se radica en la jurisdicción de lo contencioso administrativo.

GESTIÓN PRESUPUESTAL – Buena práctica contractual

Finalmente, constituye una buena práctica administrativa que las entidades estatales regulen, en sus manuales o instrumentos internos de gestión financiera y presupuestal, el procedimiento para la liberación de saldos no ejecutados, en armonía con las normas presupuestales que les resulten aplicables. Ello contribuye a garantizar una adecuada administración de los recursos públicos, sin desconocer la obligación de prever los mecanismos presupuestales necesarios para atender las obligaciones que puedan derivarse de una eventual decisión judicial.
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Señor
Juan Sebastián Loaiza Gualtero 
E.T. de Gestión Jurídica, Defensa Judicial y Cobro Coactivo
Fondo de adaptación 
notificacionesdatafondo@fondoadaptacion.gov.co                         
Bogotá D.C. 
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Estimado señor Loaiza: 
	
En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido en el artículo 4 de la Resolución 469 de 2025 expedida por esta Entidad, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente responde su solicitud de consulta de fecha 14 de julio de 2026, donde solicita conceptuar sobre los siguientes aspectos: 

[bookmark: _Hlk95313578]“1. ¿La sola existencia de un proceso judicial derivado de un contrato estatal limita o suspende las competencias administrativas que conserva la entidad contratante respecto del contrato una vez finalizada su ejecución? 
2. ¿La presentación de una demanda en ejercicio del medio de control de controversias contractuales produce, por sí misma, algún efecto jurídico que impida a la entidad adoptar actuaciones administrativas relacionadas con la administración del contrato, distintas de aquellas cuyo conocimiento corresponde de manera exclusiva al juez del contrato? 
3. ¿Qué actuaciones administrativas conserva la entidad estatal respecto de un contrato una vez este ha finalizado y mientras se encuentra en curso un proceso judicial derivado de aquel? 
4. Desde la perspectiva del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, ¿existe alguna disposición que impida a una entidad adoptar decisiones administrativas relacionadas con recursos contractuales que no constituyen objeto de las pretensiones sometidas al conocimiento del juez? 
5. ¿Cuál es el alcance de la competencia exclusiva del juez del contrato frente a las competencias administrativas que conserva la entidad contratante respecto de aspectos que no han sido sometidos a decisión judicial? 
6. ¿Resulta jurídicamente válido afirmar que la existencia de un proceso judicial derivado de un contrato estatal inmoviliza, por sí sola, todas las actuaciones administrativas relacionadas con dicho contrato o, por el contrario, únicamente aquellas que puedan interferir con las materias sometidas a decisión judicial?”

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad sólo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos concretos de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias ni a brindar asesorías sobre casos puntuales. 	
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias específicas que la hayan motivado, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con el problema jurídico de su consulta.  

I. Problema planteado:

De acuerdo con el contenido de su solicitud, esta Agencia resolverá el siguiente problema jurídico: ¿En qué momento una entidad estatal pierde competencia para liquidar el contrato cuando se ha promovido un proceso judicial de controversias contractuales, y cuál su alcance?

II. Respuesta:

	[bookmark: _Hlk171694685]En aquellos eventos en los que el contrato no haya sido liquidado de mutuo acuerdo ni unilateralmente y se haya promovido un proceso judicial de controversias contractuales para resolver aspectos relacionados con su liquidación, la jurisprudencia del Consejo de Estado no ha mantenido una posición uniforme en torno al momento a partir del cual la entidad estatal pierde la competencia para efectuar la liquidación del contrato.
En efecto, las Subsecciones A y C de la Sección Tercera del Consejo de Estado comparten una postura diferente a la que sostenía la Subsección B. Mientras las primeras consideraban que la pérdida de competencia de la entidad estatal para efectuar la liquidación unilateral del contrato se producía con la notificación del auto admisorio de la demanda en que se incorporen pretensiones de incumplimiento y de liquidación, la Subsección B sostenía que dicho efecto se materializaba desde la presentación de la demanda.
Sin embargo, mediante auto del 27 de febrero de 2026, la Subsección B, acogió la línea interpretativa desarrollada por las Subsecciones A y C con el propósito de fijar un criterio uniforme de decisión y consecuencialmente brindar seguridad jurídica a la comunidad. Para sustentar este cambio de postura, expuso dos razones principales: en primer lugar, señaló que la presentación de la demanda no implica la existencia de una relación jurídica procesal, ya que cuando la demanda se inadmite o se rechaza no surge la relación procesal. En caso de la inadmisión es necesario esperar a que se subsane para efectos de dictar el auto admisorio correspondiente; pero si se rechaza de plano o por no haberse subsanado, la relación procesal no nace a la vida jurídica. Además, indicó que “una vez presentada una demanda, y antes de que se notifique a algún demandado o al Ministerio Público, es perfectamente posible retirarla, sin que dicha conducta implique la ocurrencia del fenómeno de la cosa juzgada”. 
En segundo lugar, indicó que “solo se traba la litis cuando se notifica el auto admisorio de la demanda al extremo pasivo, y hay total certeza de que la relación jurídico procesal se ha originado, pues ya no es posible retirar la demanda, ni que esta sea rechazada”. Así mismo señaló que con la notificación del auto admisorio de la demanda se vincula el extremo demandado al proceso, y que el ejercicio del derecho de acción solo sirve para constituir la relación procesal “una vez la demanda se comunica o notifica a la contraparte”.
En este contexto, la Subsección B rectificó su jurisprudencia y se realineó con la posición sostenida por las Subsecciones A y C, en el sentido de que 'la entidad estatal pierde competencia para expedir actos administrativos de declaratoria de incumplimiento y liquidación del contrato, una vez que se le notifica el auto admisorio de la demanda presentada en contra de la propia entidad, siempre y cuando las pretensiones o los hechos correspondientes se refieran a los puntos específicos que dieron lugar al procedimiento administrativo de declaratoria de incumplimiento o de liquidación del contrato'. Conviene precisar que esta decisión constituye una rectificación de la jurisprudencia de la Subsección B —que la hace converger con las demás subsecciones—, y no una sentencia o auto de unificación jurisprudencial en los términos de los artículos 270 y 271 del CPACA, cuya expedición corresponde a la Sala Plena de la Sección o a la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo.
El alcance de esta regla se concreta en que, una vez notificado el auto admisorio de la demanda, la entidad estatal pierde la competencia para adoptar aquellas decisiones cuyo conocimiento ha sido solicitado al juez del contrato. En consecuencia, cuando las pretensiones de la demanda comprendan la declaratoria de incumplimiento o la liquidación judicial del contrato, la entidad no podrá expedir actos administrativos dirigidos a declarar el incumplimiento ni adelantar la liquidación unilateral del negocio jurídico, pues tales materias han sido sometidas al conocimiento del juez. En este sentido, la entidad deberá abstenerse de adelantar actuaciones que recaigan sobre los puntos objeto del litigio o que puedan interferir con el ejercicio de la competencia del juez. Esta regla es, además, expresión del debido proceso y de la separación entre la función administrativa y la judicial. Trabada la litis, la administración no puede pronunciarse sobre aquello que ya ha sido sometido al conocimiento del juez del contrato, so pena de convertirse en juez de su propia causa.
Con todo, la pérdida de la competencia para liquidar unilateralmente el contrato no depende únicamente de la existencia de un proceso judicial. Dicha facultad también se extingue por el vencimiento del término legal para su ejercicio, esto es, una vez transcurrida la ventana de dos años posteriores al vencimiento del plazo para la liquidación unilateral, o cuando ha operado la caducidad del medio de control de controversias contractuales. En consecuencia, la competencia se extingue por el primero de los siguientes hitos que ocurra: (i) la notificación del auto admisorio de la demanda que persigue la liquidación judicial del contrato, o (ii) el vencimiento del término legal —incluida la referida ventana de dos años— para liquidar.
Sin embargo, esta circunstancia no impide que la entidad realice las actuaciones presupuestales que correspondan, en torno al contrato del cual se pretende la liquidación. En estos eventos y siempre que ello no implique adoptar decisiones sobre materias sometidas al conocimiento del juez, la entidad podrá gestionar los recursos asociados al contrato de conformidad con el régimen presupuestal aplicable, lo que podría comprender, por ejemplo, la utilización de las figuras presupuestales como las reservas presupuestales o los pasivos exigibles por vigencias expiradas, cuando se cumplan los requisitos para su procedencia, la liberación de saldos no comprometidos o no ejecutados, y las demás actuaciones de gestión presupuestal autorizadas por la normativa vigente[footnoteRef:1]. [1:  Reservas presupuestales y cuentas por pagar: Decreto 111 de 1996 (Estatuto Orgánico del Presupuesto), artículo 89, y Decreto 1068 de 2015, artículos 2.8.1.7.3.1, 2.8.1.7.3.3 y 2.8.1.7.3.4. Pasivos exigibles – vigencias expiradas: artículo 89 del Estatuto Orgánico del Presupuesto, en concordancia con la disposición de la respectiva ley anual de presupuesto que autoriza su pago. Liberación de saldos: principio de anualidad (artículo 14 del Estatuto Orgánico del Presupuesto) y normas de ejecución presupuestal del Decreto 1068 de 2015.] 

En síntesis, la pérdida de competencia para liquidar y la gestión presupuestal de los recursos asociados al contrato operan en planos distintos y responden a fundamentos normativos diferentes. La primera se rige por el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública —en particular, el artículo 11 de la Ley 1150 de 2007 y el artículo 141 del CPACA— y cede ante el juez del contrato una vez notificado el auto admisorio de la demanda; la segunda se rige por el Estatuto Orgánico del Presupuesto y sus normas reglamentarias, y permanece en cabeza de la entidad. Por ello, que la liquidación del contrato haya sido sometida al juez no inmoviliza la gestión presupuestal: la entidad conserva la facultad de administrar los recursos conforme al régimen presupuestal aplicable, con el único límite de no adoptar, por esa vía, decisiones sobre los aspectos que integran el objeto de la controversia judicial.



III. Razones de la respuesta:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones:

i. La liquidación es el momento en el cual, una vez concluido el contrato estatal, las partes cruzan cuentas respecto de sus obligaciones. Por tanto, su objetivo es determinar si pueden declararse a paz y salvo mutuo o si, por el contrario, existen aún obligaciones por cumplir, para acordar la forma en que deben ser finalizadas[footnoteRef:2]. En armonía con lo anterior, la doctrina ha definido la liquidación de la siguiente manera: [2:  “La última formalidad que deben cumplir los contratos de la Administración dentro del marco jurídico de la contratación estatal se refiere a la liquidación, definida, en principio, como un negocio jurídico bilateral cuyo objeto es la realización del corte de cuentas entre las partes contratantes, en el cual queda establecida la relación directa entre las prestaciones ejecutaras, el valor cobrado por las mismas y su cancelación por parte del deudor de estas, sin perjuicio de los descuentos económicos a que haya lugar con motivo de la aplicación de estipulaciones contractuales específicas” (EXPOSITO, Juan Carlos. Forma y contenido del contrato estatal. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, p. 89 y 90).] 


“[…] la liquidación del contrato estatal corresponde al arreglo o ajuste económico, técnico y jurídico al que se llega de forma bilateral (por las partes del negocio), unilateralmente (por la administración), por el juez o por el árbitro, según el caso, para determinar el estado final de la relación contractual, no solo en cuento al cumplimiento del objeto acordado y al recibo a satisfacción de los productos contratados (bienes y servicios), sino, además, para definir la situación en la que quedan los contratantes, luego de la ejecución del contrato, en el sentido de disponer cuánto se adeudan, de qué manera y en qué plazos se han de efectuar los pagos pendientes y las condiciones para el establecimiento del respectivo paz y salvo. En otras palabras, la liquidación es el acto jurídico bilateral, administrativo o judicial, en el que se plasma y formaliza la situación financiera y jurídica de las partes, al término de la relación contractual (aspecto subjetivo) y el grado de cumplimiento del objeto contratado (aspecto objetivo); de ahí que pueda hablarse, en términos amplios, de un doble contenido, que debe estar presente en toda liquidación. En efecto, el corte de cuentas realizado en ella tiene un doble alcance: (i) hacer un balance definitivo del negocio, en sus aspectos técnicos, financieros y jurídicos (aspecto objetivo o material) y ii) definir la situación jurídica de las partes, estableciendo si pueden constituirse o no a paz y salvo; lo que exige, en la práctica, que los negociantes dialoguen e intenten ponerse de acuerdo (aspecto subjetivo)”[footnoteRef:3]. [3:  DÍAZ DÍEZ, Cristian Andrés. La liquidación. Serie: Las Cláusulas del Contrato Estatal. Medellín: Librería Jurídica Sánchez y Centro de Estudios de Derecho Administrativo –CEDA–, 2013. pp. 53-54.] 


Según la jurisprudencia, la liquidación es el ajuste de cuentas donde las partes hacen un balance económico, técnico y jurídico del cumplimiento de las obligaciones que tienen a su cargo. Así lo manifestó el Consejo de Estado en la Sentencia del 20 de octubre de 2014, en la que consideró, por un lado, que liquidar supone un ajuste en relación con las cuentas y el estado de cumplimiento del contrato estatal y, por el otro, que la liquidación debe incluir el análisis de las condiciones de calidad y oportunidad en la entrega de los bienes, obras o servicios, así como el balance económico y el comportamiento financiero del negocio[footnoteRef:4].  [4:  Consejo de Estado. Sección Tercera. Subsección C. 20 de octubre de 2014, M.P: Enrique Gil Botero. Exp. 27.777. Allí se dijo: “[…] liquidar supone un ajuste expreso y claro sobre las cuentas y el estado de cumplimiento de un contrato, de tal manera que conste el balance tanto técnico como económico de las obligaciones que estuvieron a cargo de las partes. En cuanto a lo primero, la liquidación debe incluir un análisis detallado de las condiciones de calidad y oportunidad en la entrega de los bienes, obras o servicios, y el balance económico dará cuenta del comportamiento financiero del negocio: recursos recibidos, pagos efectuados, estado del crédito o de la deuda de cada parte, entre otros detalles mínimos y necesarios para finiquitar una relación jurídica contractual”.] 

Para las entidades sometidas al EGCAP, las disposiciones legales que regulan la etapa de liquidación de los contratos estatales son el artículo 60 de la Ley 80 de 1993, modificado por el artículo 217 del Decreto Ley 019 de 2012, y el artículo 11 de la Ley 1150 de 2007. El primero de estos artículos se refiere al alcance sustantivo de la liquidación y los contratos en que procede, mientras que el segundo contiene reglas procedimentales para su realización. En relación con el artículo 60 referido, la doctrina ha indicado que:

“La ley 80 de 1993 […] dispuso en el artículo 60 que serían objeto de liquidación todos los contratos de tracto sucesivo, entendiendo por estos los de ejecución y cumplimiento prolongados en el tiempo, así como los demás que lo requieran –que son generalmente aquellos de ejecución instantánea en los que la misma se ha extendido temporalmente–, etapa en la cual las partes debían acordar los ajustes, revisiones y reconocimientos a que hubiera lugar, y que el contenido de la misma debía reflejar ‘los acuerdos, conciliaciones y transacciones a que llegaren las partes para poner fin a las divergencias presentadas y poder declararse a paz y salvo’”[footnoteRef:5]. [5:  EXPÓSITO VÉLEZ, Juan Carlos. Forma y contenido del contrato estatal, p. 90.] 


Así las cosas, de acuerdo con el artículo 60 de la Ley 80 de 1993, los contratos de tracto sucesivo, aquellos cuyo cumplimiento o ejecución se prolongue en el tiempo y los demás que lo requieran “serán objeto de liquidación”. El mismo artículo prescribe que no será obligatoria la liquidación en los contratos de prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión. Adicionalmente, en los contratos las entidades estatales deben definir la oportunidad y forma de recibir el objeto contratado y, en cada caso, si un contrato requiere o no de liquidación, con arreglo a criterios tales como la naturaleza, objeto y plazo del contrato[footnoteRef:6], así como la probabilidad de que puedan surgir diferencias durante la ejecución del contrato; sin perjuicio de que, como se indicó, todos los contratos estatales de tracto sucesivo o aquellos cuya ejecución se prolongue en el tiempo siempre deban liquidarse, convirtiéndose en estos contratos en una cláusula de la naturaleza, conforme a la clasificación prevista en el Código Civil. [6:  CONSEJO DE ESTADO, Sala de Consulta y Servicio Civil. Radicado No. 1453. Concepto de 6 de agosto de 2003. MP. Augusto Trejos.] 

Por su parte, el artículo 11 de la Ley 1150 de 2007 contiene las reglas de tipo procedimental para liquidar los contratos estatales, las cuales se pasan a explicar[footnoteRef:7]. En primer lugar, en ejercicio de la autonomía de la voluntad y de conformidad con los criterios de la naturaleza, objeto y plazo del contrato, la entidad puede definir en el pliego de condiciones o en el contrato el plazo para efectuar la liquidación de mutuo acuerdo. En ausencia de pacto contractual, el artículo 11 de la Ley 1150 de 2007 prevé un término supletorio de 4 meses contados desde: i) el vencimiento del plazo previsto para la ejecución del contrato; ii) la expedición del acto administrativo que ordene la terminación del contrato; o, iii) la fecha del acuerdo que disponga la terminación del contrato. [7:  El artículo 11 de la Ley 1150 de 2007 prescribe: “Artículo 11. Del plazo para la liquidación de los contratos. La liquidación de los contratos se hará de mutuo acuerdo dentro del término fijado en los pliegos de condiciones o sus equivalentes, o dentro del que acuerden las partes para el efecto. De no existir tal término, la liquidación se realizará dentro de los cuatro (4) meses siguientes a la expiración del término previsto para la ejecución del contrato o a la expedición del acto administrativo que ordene la terminación, o a la fecha del acuerdo que la disponga.
En aquellos casos en que el contratista no se presente a la liquidación previa notificación o convocatoria que le haga la entidad, o las partes no lleguen a un acuerdo sobre su contenido, la entidad tendrá la facultad de liquidar en forma unilateral dentro de los dos (2) meses siguientes, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 136 del C. C. A.
Si vencido el plazo anteriormente establecido no se ha realizado la liquidación, la misma podrá ser realizada en cualquier tiempo dentro de los dos años siguientes al vencimiento del término a que se refieren los incisos anteriores, de mutuo acuerdo o unilateralmente, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 136 del C. C. A.
Los contratistas tendrán derecho a efectuar salvedades a la liquidación por mutuo acuerdo, y en este evento la liquidación unilateral solo procederá en relación con los aspectos que no hayan sido objeto de acuerdo”.] 

El artículo 11 de la Ley 1150 de 2007 señala que la liquidación de mutuo acuerdo deberá realizar dentro del plazo previsto en “los pliegos de condiciones o sus equivalentes, o dentro del que acuerden las partes para el efecto”. Para dilucidar a qué se refiere la norma con “equivalentes” resulta necesario tener presente que el pliego de condiciones es un documento contentivo de las reglas aplicables a un determinado proceso de selección, que “materializa los principios de planeación contractual y de trasparencia, comoquiera que su adecuada formulación permite o garantiza la selección objetiva del contratista de acuerdo con los parámetros de calificación correspondientes para cada tipo de procedimiento [y que] constituye la ley tanto del procedimiento administrativo de selección del contratista, como del contrato a celebrar”[footnoteRef:8]. A partir de tales características debe determinarse la equivalencia de un documento con un pliego de condiciones, la cual se puede ejemplificar claramente con la invitación a participar en los procesos de mínima cuantía[footnoteRef:9], documento dentro del cual la entidad contratante debe fijar las reglas aplicables al procedimiento de selección, cumpliendo con la función del pliego de condiciones. En tal sentido, es un documento “equivalente” del mismo en los términos del artículo 11 ibidem, dentro del cual es viable establecer el plazo para la liquidación de mutuo acuerdo.  [8:  CONSEJO DE ESTADO, Sección Tercera, Subsección C, Sentencia del 24 de julio de 2013, radicado No. 25.642, Consejero Ponente Enrique Gil Botero.]  [9:  Decreto 1082 de 2015 “Artículo 2.2.1.2.1.5.2. Procedimiento para la contratación de mínima cuantía. Las siguientes reglas son aplicables a la contratación cuyo valor no excede del 10% de la menor cuantía de la Entidad Estatal, independientemente de su objeto: 
  	1. La Entidad Estatal debe señalar en la invitación a participar en procesos de mínima cuantía la información a la que se refieren los numerales 2, 3 y 4 del artículo anterior, y la forma como el interesado debe acreditar su capacidad jurídica y la experiencia mínima, si se exige esta última, y el cumplimiento de las condiciones técnicas exigidas […]”. ] 

De otra parte, cuando el artículo 11 de la Ley 1150 de 2007 hace referencia al término que “acuerden las partes” para efectos de la liquidación de mutuo acuerdo, claramente, está habilitando a las partes para que, en ejercicio de la autonomía de la voluntad que les asiste, prevean, de común acuerdo, un plazo para la liquidación bilateral, el cual, en principio, debe estar recogido en el contrato, al ser este el acto jurídico bilateral en el que se consigna originalmente la voluntad de las partes. Sin embargo, cabe la posibilidad de que en el contrato inicialmente suscrito no se haya previsto un acuerdo para la liquidación bilateral. Este hecho no impide que, en el marco de la ejecución del contrato, las partes acuerden fijar el referido plazo; acuerdo que, en tanto significa una alteración de las reglas que orientan la relación contractual, implica una modificación del contrato. Por tal razón, su celebración debe cumplir con los requisitos del negocio jurídico, ameritando la concurrencia de capacidad jurídica de los agentes, un consentimiento libre de vicios, un objeto y causa lícita, así como la formalidad escrita requerida en materia de contratación estatal[footnoteRef:10].  [10:  Ley 80 de 1993 “Articulo 39. De la forma del contrato estatal. Los contratos que celebren las entidades estatales constarán por escrito y no requerirán ser elevados a escritura pública, con excepción de aquellos que impliquen mutación del dominio o imposición de gravámenes y servidumbres sobre bienes inmuebles y, en general, aquellos que conforme a las normas legales vigentes deban cumplir con dicha formalidad. 
  	[…]
Artículo 40. Del contenido del contrato estatal. Las estipulaciones de los contratos serán las que de acuerdo con las normas civiles, comerciales y las previstas en esta ley, correspondan a su esencia y naturaleza. 
Las entidades podrán celebrar los contratos y acuerdos que permitan la autonomía de la voluntad y requieran el cumplimiento de los fines estatales. 
  	[…]  
Artículo 41. Del perfeccionamiento del contrato. Los contratos del Estado se perfeccionan cuando se logre acuerdo sobre el objeto y la contraprestación y éste se eleve a escrito […]”.] 

Ahora bien, el término de 4 meses previsto en el artículo 11 de la Ley 1150 de 2007, dado su carácter supletivo, solo resulta aplicable ante la ausencia de regulación de este en el pliego de condiciones –documento equivalente– o acuerdo entre las partes en torno al plazo de liquidación bilateral. Por lo tanto, las partes, en desarrollo de la autonomía de la voluntad que les asiste, están habilitadas para pactar un término diferente, el cual puede ser inferior o incluso superior al plazo supletivo, ante la ausencia de una prohibición normativa al respecto, y ante la existencia, en cambio, de habilitación legal. Sobre este punto, no debe perderse de vista que las actuaciones contractuales regidas por el Estatuto General de Contratación de la Administración pública se encuentran sometidas a los principios de la función administrativa[footnoteRef:11], lo cual implica que las mismas se desarrollen en procura de la economía y la celeridad[footnoteRef:12]. Esto significa que, en ejercicio de la facultad que les asiste para fijar el plazo para la liquidación bilateral, las partes deben actuar en garantía de estos principios, por lo que el término que se acuerde debe fijarse de manera razonable. [11:  Ley 80 de 1993 “Artículo 77. De la normatividad aplicable en las actuaciones administrativas. En cuanto sean compatibles con la finalidad y los principios de esta ley, las normas que rigen los procedimientos y actuaciones en la función administrativa, serán aplicables en las actuaciones contractuales. A falta de estas, regirán las disposiciones del Código de Procedimiento Civil […]”. ]  [12:  Ley 80 de 1993 “Artículo 25. Del principio de economía. En virtud de este principio: 
[…]
4o. Los trámites se adelantarán con austeridad de tiempo, medios y gastos y se impedirán las dilaciones y los retardos en la ejecución del contrato. 
  	5o. Se adoptarán procedimientos que garanticen la pronta solución de las diferencias y controversias que con motivo de la celebración y ejecución del contrato se presenten […]”.] 

Durante este término, el contratista puede solicitar que se adelante el trámite de liquidación. Sin embargo, es responsabilidad de la entidad estatal convocarlo para adelantar la liquidación de común acuerdo o notificarlo para que se presente a realizarla[footnoteRef:13], de manera que el contrato pueda ser liquidado bilateralmente, bien sea en el plazo previsto en el pliego de condiciones, el acordado por las partes, o el supletivo de cuatro meses señalado en la ley, según corresponda. Esta liquidación bilateral puede ser total o parcial[footnoteRef:14], y el documento que la contiene presta mérito ejecutivo, siempre que se satisfagan los elementos para considerarlo como tal. [13:  COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Guía para la Liquidación de los Procesos de Contratación. página 5, disponible en: https://www.colombiacompra.gov.co/sites/cce_public/files/cce_documents/cce_guia_liquidacion_procesos.pdf  ]  [14:  Conviene recordar que es válida la liquidación bilateral parcial, debido a que las partes no logran ponerse de acuerdo en todos los asuntos referentes al contrato. En este evento, se debe hacer uso de las glosas o salvedades, y únicamente sobre tal glosa o salvedad girará el debate judicial que se da con ocasión de la demanda en ejercicio del medio de control de controversias contractuales.] 

Si no es posible efectuar la liquidación de manera bilateral, el ordenamiento jurídico prevé una facultad, de carácter subsidiario, para que la Entidad Estatal realice la liquidación unilateralmente. En relación con este aspecto, la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, en concepto del 28 de junio de 2016, manifestó que:  

“[…] se debe tener en cuenta que la liquidación unilateral es subsidiaria o supletoria frente a la bilateral, dado que el contratista tiene derecho a acordar la liquidación, debidamente reconocido por el ordenamiento jurídico. Para tal efecto, el contratista debe ser convocado o citado por la entidad contratante con el fin de intentar la liquidación bilateral, puesto que en el supuesto caso de que no sea así, la liquidación unilateral posterior que llegase a practicar la administración resultaría inválida, dado que no tendría competencia material para hacerla y por cuanto su adopción con tal omisión vulneraría el derecho del contratista al debido proceso y sus corolarios de defensa y contradicción y, además, configuraría un abuso de poder”[footnoteRef:15].    [15:  CONSEJO DE ESTADO. Sala de Consulta y Servicio Civil. Concepto de 28 de Junio de 2016. Radicación: 2253. C.P. Álvaro Namén Vargas. ] 


[bookmark: _Hlk141851266]Si no se logra la liquidación bilateral del contrato, la entidad estatal tiene la facultad de liquidarlo unilateralmente dentro del término de 2 meses contados a partir del vencimiento del plazo que acuerden las partes para liquidar bilateralmente o, ante el silencio de estas, del vencimiento de los 4 meses supletivo establecido por la ley. 
Finalmente, transcurridos estos meses, la liquidación podrá ser realizada en cualquier tiempo dentro de los dos años siguientes al vencimiento del término referido, de mutuo acuerdo o unilateralmente, salvo que el contratista haya presentado la demanda con la cual pretenda la liquidación judicial del contrato. De esta manera, durante estos dos años la liquidación podrá hacerse de mutuo acuerdo, unilateralmente por la entidad, o podrá ser solicitada judicialmente por el interesado. En este sentido, en decisión de unificación de la Sección Tercera del Consejo de Estado del 1 de agosto de 2019, se expresó: 

“Como pudo apreciarse, este precepto legal permite que la liquidación bilateral se acuerde después del vencimiento del término pactado en el contrato o previsto en los documentos antepuestos, o, del término supletorio que para la concertación de la liquidación establece la ley, e  incluso, después de haber pasado los dos meses subsiguientes a dicho vencimiento sin que la administración lo hubiera liquidado unilateralmente, bajo condición de que el acuerdo liquidatorio se logre dentro del lapso de dos años contados a partir del vencimiento del término legalmente conocido para la liquidación unilateral, pues ese es el lapso que el ordenamiento ha fijado para el ejercicio oportuno de la acción” [footnoteRef:16].  [16:  CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Sala Plena. Auto del 1 de agosto de 2019. Exp. No. 62009. C.P. Jaime Enrique Rodríguez Navas.  ] 


[bookmark: _Hlk172560769]	A su turno, la liquidación judicial hace parte de una de las pretensiones que admite el medio de control de controversias contractuales. Al respecto, el artículo 141 de la Ley 1437 de 2011 dispone que “[…] el interesado podrá solicitar la liquidación judicial del contrato cuando esta no se haya logrado de mutuo acuerdo y la entidad estatal no lo haya liquidado unilateralmente dentro de los dos (2) meses siguientes al vencimiento del plazo convenido para liquidar de mutuo acuerdo o, en su defecto, del término establecido por la ley”. Bajo esta perspectiva, para la entidad cesa la facultad de liquidar bilateral o unilateralmente, ya que el tema pasa de la administración a la jurisdicción.
	En suma, de acuerdo con el artículo 11 de la Ley 1150 de 2007, existen tres (3) tipos de liquidación: i) bilateral, ii) unilateral y iii) judicial. En términos generales, la primera, que puede ser total o parcial, debe hacerse en el término que estipulen las partes o, en su defecto, dentro del término supletivo de cuatro (4) meses. La segunda se debe practicar dentro de los dos (2) meses siguientes al vencimiento del término que acuerden las partes, o ante el silencio de estas, luego de los cuatro (4) meses para realizar la liquidación bilateral, sin que esta se efectúe. Finalmente, la tercera la realiza la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo o un tribunal de arbitramento dentro de un proceso judicial de controversias contractuales, y puede darse con ocasión de una demanda del interesado solicitando dicha liquidación. Para ello, existe un plazo máximo de dos (2) años contados a partir de los dos meses establecidos en la Ley para realizar la liquidación unilateral.
ii. Ahora bien, en atención al problema jurídico planteado, es preciso señalar que, en aquellos eventos en los que el contrato no haya sido liquidado de mutuo acuerdo ni unilateralmente y se haya promovido un proceso judicial de controversias contractuales para resolver aspectos relacionados con su liquidación, la jurisprudencia del Consejo de Estado no ha mantenido una posición uniforme en torno al momento a partir del cual la entidad estatal pierde la competencia para efectuar la liquidación del contrato. 
En efecto, en sentencia del 12 de mayo de 2016, la subsección A de la Sección Tercera del Consejo de Estado consideró que “[…] si la pretensión principal es que el juez liquide el convenio, es porque el negocio jurídico no ha sido liquidado hasta antes de que se trabe litis, es decir, hasta antes de que se notifique el auto admisorio de la demanda al extremo pasivo del proceso, bien sea porque las partes no lograron liquidarlo de mutuo acuerdo o porque la administración no lo liquidó unilateralmente”[footnoteRef:17] [Énfasis por fuera de texto]. [17:  CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Subsección A. Sentencia del 12 de mayo de 2016. Exp. No. 35056. C.P. Carlos Alberto Zambrano Barrera.] 

Esta postura también fue compartida por la Subsección C, que en sentencia del 22 de junio de 2000, señaló que  “Si por el contrario el contratista sí demandó la liquidación judicial del contrato por el incumplimiento de la Administración del deber de liquidar el contrato, el término que tendrá la Administración será hasta antes de que sea notificada del auto admisorio de la demanda, siempre y cuando desde la omisión de liquidar no haya transcurrido, hipotéticamente, el plazo legal máximo, de prescripción o caducidad, según el caso, para promover ante el juez la demanda correspondiente[footnoteRef:18]”. Posteriormente, en sentencia del 21 de octubre de 2025, esta misma Subsección reiteró dicha tesis precisando que la administración pierde la competencia para efectuar la liquidación unilateral una vez le sea notificado el auto admisorio de la demanda, en los siguientes términos:  [18:  CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Subsección B. Sentencia del 22 de junio del 2000. Exp. No.  252688. C.P. María Elena Giraldo Gómez] 


 “la Administración pierde competencia para liquidar unilateralmente el contrato cuando se notifica el auto admisorio de la demanda cuyo objeto o pretensión consista en liquidar en sede judicial el negocio jurídico. Lo anterior, bajo el entendido de que la notificación del auto admisorio de la demanda en la que se pide la liquidación judicial del contrato es el hito que produce la pérdida de competencia de la entidad para liquidarlo unilateralmente, mientras aquel acuerdo no haya sido liquidado unilateral o bilateralmente.

(…) 

Este criterio también ha sido acogido por la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, al conceptuar que la competencia de la entidad para liquidar de forma unilateral un contrato estatal se pierde ´cuando ha expirado el termino de caducidad para la presentación de la demanda en ejercicio del medio de control de controversias contractuales o cuando se ha notificado el auto admisorio de la demanda que persigue la liquidación del contrato.

Lo expuesto encuentra sentido dados los efectos procesales de la notificación y posterior firmeza del auto admisorio de la demanda, trabándose la litis y, por consiguiente, estableciéndose la relación procesal entre las partes en contienda — en sede judicial— con los pedimentos formulados en el libelo introductorio [footnoteRef:19].”  [19:  CONSEJO DE ESTADO. Subsección C. Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia del 21 de octubre de 2025. Exp. No. 65636. MP: Adriana Polidura Castillo.] 


En contraste, la Subsección B tenía un criterio distinto al explicado en los párrafos precedentes. Al respecto, considerando fenómenos como la interrupción de la prescripción o de la caducidad, así como la constitución en mora, manifiesta que “[…] se hace necesario un ejercicio de integración normativa que esté más acorde con los efectos que la legislación procesal le atribuye a la presentación de la demanda, y que no están condicionados a su notificación. Desde este enfoque, la Sala declarará que la Administración perdió competencia para liquidar el contrato en forma unilateral, a partir de la fecha en que se presentó la demanda que pretendió su liquidación judicial[footnoteRef:20]”. Dicho criterio fue sido reiterado por la misma Subsección en la Sentencia del 14 de septiembre de 2022, rad. 67167, con ponencia del consejero Fredy Ibarra Martínez. [20:  CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Subsección B. Sentencia del 1° de junio de 2020. Exp. No. 48522. C.P. Alberto Montaña Plata.] 

De esta manera, se observa que las Subsecciones A y C de la Sección Tercera del Consejo de Estado sostienen una postura diferente a la de la Subsección B. Mientras las primeras consideraban que la pérdida de competencia de la entidad estatal para efectuar la liquidación unilateral del contrato se producía con la notificación del auto admisorio de la demanda en que se incorporen pretensiones de incumplimiento y de liquidación, la Subsección B sostenía que dicho efecto se materializaba desde la presentación de la demanda.
No obstante, mediante auto del 27 de febrero de 2026, la Subsección B, acogió la línea interpretativa desarrollada por las Subsecciones A y C con el propósito de fijar un criterio uniforme de decisión y consecuencialmente brindar seguridad jurídica a la comunidad[footnoteRef:21]. Para sustentar este cambio de postura, expuso dos razones principales: en primer lugar, señaló que la presentación de la demanda no implica la existencia de una relación jurídica procesal, ya que cuando la demanda se inadmite o se rechaza no surge la relación procesal. En caso de la inadmisión es necesario esperar a que se subsane para efectos de dictar el auto admisorio correspondiente; pero si se rechaza de plano o por no haberse subsanado, la relación procesal no nace a la vida jurídica. Además, indicó que “una vez presentada una demanda, y antes de que se notifique a algún demandado o al Ministerio Público, es perfectamente posible retirarla, sin que dicha conducta implique la ocurrencia del fenómeno de la cosa juzgada”.  [21:  CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Subsección B. Auto del 27 de febrero de 2026. Rad. 73035. C.P. Diego Enrique Franco Victoria. ] 

En segundo lugar indicó que “solo se traba la litis cuando se notifica el auto admisorio de la demanda al extremo pasivo, y hay total certeza de que la relación jurídico procesal se ha originado, pues ya no es posible retirar la demanda, ni que esta sea rechazada”. Asimismo, señaló que con la notificación del auto admisorio de la demanda se vincula el extremo demandado al proceso, y el ejercicio del derecho de acción solo sirve para constituir la relación procesal “una vez la demanda se comunica o notifica a la contraparte”.
En este contexto, la Subsección B rectificó su jurisprudencia y se realineó con la posición sostenida por las Subsecciones A y C, en el sentido de que 'la entidad estatal pierde competencia para expedir actos administrativos de declaratoria de incumplimiento y liquidación del contrato, una vez que se le notifica el auto admisorio de la demanda presentada en contra de la propia entidad, siempre y cuando las pretensiones o los hechos correspondientes se refieran a los puntos específicos que dieron lugar al procedimiento administrativo de declaratoria de incumplimiento o de liquidación del contrato'. Conviene precisar que esta decisión constituye una rectificación de la jurisprudencia de la Subsección B —que la hace converger con las demás subsecciones—, y no una sentencia o auto de unificación jurisprudencial en los términos de los artículos 270 y 271 del CPACA, cuya expedición corresponde a la Sala Plena de la Sección o a la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo
Así las cosas, en atención a la rectificación jurisprudencial adoptada por la Subsección B —hoy convergente con la línea reiterada de las Subsecciones A y C—, esta Agencia replantea, con el fin de armonizarla con dicho criterio, la postura expuesta en el concepto C-326 de 2024 y en los demás en que sostuvo que la pérdida de competencia para liquidar se configuraba con la presentación de la demanda. En consecuencia, es claro que la pérdida de competencia de la entidad estatal para adelantar la liquidación unilateral del contrato se configura a partir de la notificación del auto admisorio de la demanda cuando esta tenga por objeto, o incluya entre sus pretensiones, la liquidación judicial del negocio jurídico. A partir de ese momento, corresponde al juez del contrato conocer y decidir los aspectos relativos a la liquidación, en atención a que la competencia para pronunciarse sobre dicha materia se radica en la jurisdicción de lo contencioso administrativo.
El alcance de esta regla se concreta en que, una vez notificado el auto admisorio de la demanda, la entidad estatal pierde la competencia para adoptar aquellas decisiones cuyo conocimiento ha sido solicitado al juez del contrato. En consecuencia, cuando las pretensiones de la demanda comprendan la declaratoria de incumplimiento o la liquidación judicial del contrato, la entidad no podrá expedir actos administrativos dirigidos a declarar el incumplimiento ni adelantar la liquidación unilateral del negocio jurídico, pues tales materias han sido sometidas al conocimiento del juez. En este sentido, la entidad deberá abstenerse de adelantar actuaciones que recaigan sobre los puntos objeto del litigio o que puedan interferir con el ejercicio de la competencia del juez. Esta regla es, además, expresión del debido proceso y de la separación entre la función administrativa y la judicial. Trabada la litis, la administración no puede pronunciarse sobre aquello que ya ha sido sometido al conocimiento del juez del contrato, so pena de convertirse en juez de su propia causa. 
En particular, tratándose de la liquidación del contrato, conviene recordar que esta “busca finiquitar la relación contractual, razón por la cual se plasma y formaliza la situación financiera y jurídica al término del negocio y el grado de cumplimiento del objeto contratado. Igualmente, tiene como propósito decidir todas las reclamaciones asociadas a la ejecución del contrato, de modo que constituye la oportunidad para formular y decidir las reclamaciones que se consideren pertinentes[footnoteRef:22]”. En ese sentido, la liquidación constituye el escenario en el que se define de manera definitiva la situación financiera y jurídica del contrato y se deciden las reclamaciones que las partes estimen procedentes.  [22:  CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Sentencia del 24 de octubre de 2025. Radicación 65062. MP: María Adriana Marín.] 

Por consiguiente, una vez notificado el auto admisorio de la demanda que pretende la liquidación judicial del contrato, la entidad estatal carece de competencia para adoptar decisiones relacionadas con el contenido propio de la liquidación o que supongan determinar el balance final del negocio jurídico, establecer obligaciones recíprocas, reconocer o negar reclamaciones o definir aspectos que, por haber sido sometidos al conocimiento del juez, deberán ser resueltos en el respectivo proceso judicial.
En este contexto, frente a las consultas planteadas, resulta necesario distinguir entre la competencia de la liquidación judicial del contrato y las actuaciones relacionadas con la gestión presupuestal de los recursos asociados al contrato cuya liquidación es objeto del proceso judicial, pues si bien ambas actuaciones guardan relación con un mismo contrato, tienen naturaleza y finalidades diferentes. En tal sentido, como se indicó, mientras la liquidación judicial busca que el juez defina de manera definitiva la situación jurídica y económica de las partes, la gestión presupuestal en cabeza de la entidad se orienta a garantizar la adecuada administración de los recursos públicos de conformidad con las normas presupuestales aplicables. Por tanto, la circunstancia de que la liquidación del contrato haya sido sometida al conocimiento del juez no impide que la entidad realice las actuaciones presupuestales que correspondan, siempre que su ejercicio no comporte un pronunciamiento sobre aspectos que atañen al objeto de la controversia judicial.
Esta distinción no es solo funcional, sino de fundamento normativo. La facultad de liquidar el contrato —bilateral, unilateral o judicialmente— tiene su fuente en el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, y es la que se desplaza hacia el juez del contrato al notificarse el auto admisorio de la demanda que persigue la liquidación judicial. La gestión presupuestal, en cambio, encuentra su fuente en el Estatuto Orgánico del Presupuesto y en sus normas reglamentarias, y constituye una competencia propia y permanente de la entidad para administrar sus apropiaciones conforme al principio de legalidad del gasto público[footnoteRef:23]. Por tratarse de competencias con fundamento y finalidad distintos, la que se radica en el juez con la notificación del auto admisorio es la de liquidar, no la de administrar el presupuesto; de ahí que la entidad conserve esta última, sin que su ejercicio pueda entenderse como una intromisión en el litigio, siempre que no suponga definir el balance final del contrato ni resolver los aspectos sometidos al conocimiento del juez. [23:  Decreto 111 de 1996.Estatuto Orgánico del Presupuesto. Artículos 71 –afectación del presupuesto: certificado de disponibilidad y registro presupuestal– , 89 –reservas presupuestales y cuentas por pagar–, entre otros.  ] 

Al respecto, vale precisar que de conformidad con la Ley 80 de 1993[footnoteRef:24] y el Estatuto Orgánico de Presupuesto[footnoteRef:25], las entidades estatales tienen el deber de contar con la disponibilidad de recursos para asumir gastos u obligaciones. Esta obligación es una expresión del principio de legalidad del gasto público que se enmarca en el mandato constitucional de la legalidad de las actuaciones públicas y que permea todo el régimen regulado por el Estatuto Orgánico del Presupuesto. En materia contractual, su cumplimiento se refleja necesariamente mediante la expedición del Certificado de Disponibilidad Presupuestal -CDP- de forma previa a que la entidad asuma obligaciones o compromisos de este tipo, como una garantía de la existencia de recursos suficientes para atender los gastos que serán asumidos por el Estado durante la ejecución. Asimismo, conforme al artículo 40 de la Ley 80 de 1993, para la ejecución del contrato se exige a la entidad estatal contar con un Registro Presupuestal -RP- que consiste en la certificación de apropiación de presupuesto con destino al cumplimiento de las obligaciones pecuniarias del contrato. [24:  El numeral 6° del artículo 25 de la Ley 80 de 1993 dispone que: Las entidades estatales abrirán licitaciones e iniciarán procesos de suscripción de contratos, cuando existan las respectivas partidas o disponibilidades presupuestales.
]  [25:  El artículo 71 del Decreto 111 de 1996 –Estatuto Orgánico del Presupuesto- establece que: “Todos los actos administrativos que afecten las apropiaciones presupuestales deberán contar con certificados de disponibilidad previos que garanticen la existencia de apropiación suficiente para atender estos gastos.
Igualmente, estos compromisos deberán contar con registro presupuestal para que los recursos con él financiados no sean desviados a ningún otro fin […]”.] 

En este sentido, las disposiciones que regulan la disponibilidad y el registro presupuestal tienen por finalidad garantizar la existencia de recursos suficientes para respaldar los compromisos derivados del contrato durante su ejecución y para atender las obligaciones que asuma la entidad. Sin embargo, de tales disposiciones no puede inferirse que las apropiaciones presupuestales deban permanecer vinculadas indefinidamente al contrato una vez este haya finalizado, particularmente respecto de aquellos recursos que no fueron comprometidos o ejecutados. En estos eventos y siempre que ello no implique adoptar decisiones sobre materias sometidas al conocimiento del juez, la entidad podrá gestionar los recursos asociados al contrato de conformidad con el régimen presupuestal aplicable, lo que podría comprender, por ejemplo, la utilización de las figuras presupuestales como las reservas presupuestales o los pasivos exigibles por vigencias expiradas, cuando se cumplan los requisitos para su procedencia, la liberación de saldos no comprometidos o no ejecutados, y las demás actuaciones de gestión presupuestal autorizadas por la normativa vigente.
Esto no significa que la entidad quede exonerada de garantizar la disponibilidad de recursos para atender las obligaciones que eventualmente se consoliden con ocasión de la liquidación judicial del contrato. Por el contrario, si como resultado de la liquidación se reconocen obligaciones económicas a cargo de la entidad, la asunción y el pago de dichas obligaciones deberán sujetarse a las reglas previstas en la Ley 80 de 1993 y en el Estatuto Orgánico del Presupuesto. Precisamente, el principio de legalidad del gasto público exige que la entidad cuente con el correspondiente Certificado de Disponibilidad Presupuestal -CDP-, como garantía de la existencia de recursos suficientes para asumir el compromiso económico, y posteriormente expida el respectivo Registro Presupuestal -RP-, mediante el cual se afecta la apropiación destinada al cumplimiento de la obligación pecuniaria reconocida. Ello aplica tanto cuando la obligación surge de un acta de liquidación bilateral, de un acto administrativo de liquidación unilateral o del acto administrativo mediante el cual la entidad da cumplimiento a una sentencia que liquida el contrato. 
En consecuencia, mientras el proceso judicial se encuentra en curso, no hay obligaciones ciertas y exigibles a cargo de la entidad, pues precisamente tales aspectos constituyen el objeto de la controversia sometida al conocimiento del juez. En coherencia con lo anterior, mientras las sumas discutidas permanezcan inciertas por estar sometidas al juez, su tratamiento presupuestal corresponde al de una obligación contingente —objeto de la provisión que prevean las normas sobre pasivos contingentes—, y no al de una reserva presupuestal firme ni al de una cuenta por pagar, figuras reservadas a compromisos u obligaciones ya perfeccionados y exigibles. Por ello, la elección de la figura aplicable —reserva presupuestal, cuenta por pagar, pasivo exigible por vigencias expiradas o liberación de saldos— depende de la naturaleza y del estado jurídico de la respectiva obligación, conforme al Estatuto Orgánico del Presupuesto. Por consiguiente, la circunstancia de que el contrato se encuentre sometido a un proceso judicial para obtener su liquidación no implica, por sí misma, que la entidad no pueda realizar las actuaciones de gestión presupuestal que le correspondan conforme al régimen presupuestal aplicable.
Así las cosas, siempre que tales actuaciones no impliquen definir el balance final del contrato, establecer derechos u obligaciones recíprocas entre las partes o resolver aspectos que integran el objeto de la controversia judicial, la entidad podrá gestionar los recursos asociados al contrato de conformidad con el régimen presupuestal que le resulte aplicable. En todo caso, las decisiones que adopte en ejercicio de dicha competencia deberán estar debidamente fundamentadas en las disposiciones presupuestales que regulan su actuación y ajustarse a los requisitos y procedimientos previstos en ellas.
Finalmente, constituye una buena práctica administrativa que las entidades estatales regulen, en sus manuales o instrumentos internos de gestión financiera y presupuestal, el procedimiento para la liberación de saldos no ejecutados, en armonía con las normas presupuestales que les resulten aplicables. Ello contribuye a garantizar una adecuada administración de los recursos públicos, sin desconocer la obligación de prever los mecanismos presupuestales necesarios para atender las obligaciones que puedan derivarse de una eventual decisión judicial.
iii. Al margen de la explicación precedente debe advertirse que el análisis requerido para resolver problemas específicos en torno a la gestión contractual de las entidades públicas debe ser realizado por quienes tengan interés en ello, de acuerdo con lo explicado en la aclaración preliminar del presente oficio. De esta manera, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados adoptar la decisión correspondiente y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.
	Dentro de este marco, la entidad contratante definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en el procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones.   

IV. Referencias normativas:

	· Ley 80 de 1993, artículos 40 y 60.
· Ley 1150 de 2007, artículo 11.
· Ley 1437 de 2011, artículo 141.



V. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

Esta Subdirección se ha pronunciado sobre la liquidación en los Conceptos 4201912000004908 del 27 de septiembre de 2019, CU-028 de 25 de febrero de 2020, C-221 de 21 de abril de 2020, C-078 del 17 de marzo de 2021, C-220 del 18 de mayo de 2021, C-444 del 23 de julio de 2021, C-747 del 8 de noviembre de 2022, C-739 del 29 de noviembre de 2022, C- 176 de 3 de mayo de 2023, C-158 del 6 de junio de 2023, C-326 del 15 de agosto de 2024, C-568 del 18 de octubre de 2024, C-968 del 16 de diciembre de 2024, C-1254 del 7 de octubre de 2025, C-1685 del 1 de diciembre de 2025 y C-1010 del 1 de julio de 2026. Estos y otros conceptos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de relatoría de la Agencia, al cual puede accederse a través del siguiente enlace: https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos.  

Las garantías no son un requisito formal: son el instrumento con el que se protege el patrimonio público frente a los riesgos del contrato. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a consultar la nueva versión de la Guía para la Exigencia y Constitución de Garantías en los Procesos de Contratación, dirigida a las entidades sometidas al EGCAP y a las de regímenes exceptuados, así como a proveedores y órganos de control. Encontrarás orientaciones sobre las clases de garantías admisibles, la correspondencia entre riesgos asignados y amparos exigidos, su suficiencia y vigencia, y el procedimiento para hacerlas efectivas. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-de-garantias-en-procesos-de-contratacion
De otro lado, te contamos que el Decreto 287 del 19 de marzo de 2026 sustituyó los artículos 2.2.1.2.4.2.6., 2.2.1.2.4.2.7. y 2.2.1.2.4.2.8. del Decreto 1082 de 2015 y estructuró el Sistema Integral de Preferencias en favor de las personas con discapacidad, en cumplimiento del artículo 13 de la Ley Estatutaria 1618 de 2013. Para orientar su aplicación, esta Agencia expidió la Circular Externa 003 del 12 de mayo de 2026, en la que precisa quiénes son los beneficiarios, las cinco medidas que integran el sistema y su obligatoriedad según la modalidad de selección, y el régimen de transición aplicable a los procesos en curso. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-003-de-2026
Recuerda también que la información sobre sanciones e inhabilidades solo cumple su función preventiva si llega oportunamente a los registros públicos. Sobre este deber, esta Agencia expidió la Circular Externa 002 del 5 de mayo de 2026, dirigida a todas las entidades del Estado sin distinción de su régimen contractual, en la que reitera la obligatoriedad de reportar caducidades, multas, sanciones, declaratorias de incumplimiento e inhabilidades ante las Cámaras de Comercio, la Procuraduría General de la Nación y el SECOP, e indica los responsables, los portales dispuestos para el efecto y las consecuencias disciplinarias de omitir este deber. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-002-de-2026
Finalmente, si quieres seguir de cerca la actividad de la Agencia, la tercera edición de 2026 del Radar de la Compra Pública reúne, entre otros contenidos, la Circular Externa 003 de 2026, el Decreto 552 de 2026, un estudio sobre inteligencia artificial en la compra pública, los avances de la Relatoría, análisis jurisprudencial, conceptos jurídicos destacados y la oferta de la Escuela Virtual ANCP-CCE. Descárgalo aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/boletin/boletin-edicion-n-3-de-2026-radar-de-la-compra-publica"
Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce

Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1 del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente,
[image: Texto
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